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DECRETO No. 39327- MINAE- MOPT 

 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 

 

EL MINISTRO DE AMBIENTE Y ENERGÍA  

Y 

 EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES 

 

 

En ejercicio de las facultades que les confieren los incisos 3) y 18) del numeral 140 y el 

artículo 146 de la Constitución Política; la Ley de Creación del Ministerio de Obras 

Públicas y Transportes, No.3155 del 05 de agosto de 1963, reformada mediante Ley 

No. 4786 del 05 de julio  de 1971;  los artículos 19 inciso b), 33 y 34 de la Ley Forestal, 

No. 7575 del 13 de febrero de 1996 y el artículo 2 inciso m) del Reglamento a la Ley 

Forestal, Decreto Ejecutivo  No. 25721- MINAE del 17 de octubre de 1996; y  la Ley 

General de Administración Pública, No. 6227 del 2 de mayo de 1978 y sus reformas. 

 

CONSIDERANDO  

 

I. Que entre las metas del Plan Nacional de Desarrollo 2011-2014 “María Teresa 

Obregón Zamora”, puntualmente las planteadas para el Sector Transporte, se 

pretende que el país cuente con un sistema de transporte de carga y pasajeros 

seguro, eficiente e integrado en sus distintas modalidades, en armonía con el 

ambiente, de manera que contribuya a mejorar la competitividad y que se genere 

un mayor desarrollo económico y social para todos los habitantes. 

 

II. Que lo anterior propone, establecer políticas de desarrollo del país para que sean 

implementadas por el Gobierno de la República, orientadas a mejorar la calidad 

de vida de los costarricenses, ofreciendo vías ágiles y seguras que garanticen y 

resguarden la integridad de las personas.  
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III. Que con el propósito de alcanzar los objetivos propuestos se debe promover el 

mantenimiento y reparación de todas aquellas obras viales dentro de las cuales 

se incluyen los puentes, cuyas estructuras en innumerables ocasiones se 

encuentran colapsadas por el paso del tiempo o bien, por el abundante flujo 

vehicular que circula sobre ésta. 

 

IV. Que congruente con lo anterior el CONAVI, en su condición de administrador de 

la Red Vial Nacional, debe enfocarse en la detección de problemas de aquellas 

estructuras que forman parte de dicha red y que requieren ser intervenidas para 

garantizar la integridad de los usuarios. 

 

  

V. Que el tramo I Griega- Puerto Viejo de la Ruta Nacional No. 4, es la principal vía 

que comunica las regiones Huetar Norte y Huetar Atlántica, pues debido al gran 

tamaño de los ríos Puerto Viejo y Sarapiquí, así como a la ubicación del Parque 

Nacional Braulio Carrillo, no existen vías alternas cercanas. 

 

VI. Que precisamente dentro de dicho tramo se encuentra ubicado el puente sobre 

el Río Sarapiquí cuyo cierre, por la situación descrita en el resultando anterior, 

causaría significativo perjuicio económico; aunado claro está, al peligro que 

representa las malas condiciones del puente, para la seguridad de los usuarios. 

 

VII. Que a efectos de detectar las falencias de las estructuras, el Ministerio de Obras 

Públicas y Transportes recibió la colaboración de la empresa japonesa JICA, la 

cual en forma conjunta y coordinada con esta Institución, diseñó los planos 

correspondientes que generarían las actividades a ejecutarse en dicha estructura. 

 

VIII. Que del estudio efectuado se determinó que en la estructura en mención, se 

plantearían dos componentes o actividades, a saber: rehabilitación y 
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mantenimiento del puente; y para proceder con la ejecución de dichas actividades, 

el CONAVI promovió la Licitación Pública No. 2012LN-000016-0DI00, resultando 

adjudicataria la empresa “Constructora Meco S.A”, bajo la coordinación y 

supervisión de la Gerencia de Vías y Puentes de dicho Consejo. 

 

IX.  Que dentro de las actividades a ejecutar se numeran las siguientes: 

a) Señalamiento horizontal y vertical 

b) Remoción de estructuras y obstrucciones 

c) Pavimento bituminoso 

d) Pilotes de acero estructural 

e) Hormigón estructural 

f) Varilla de acero para refuerzo 

g) Adherencia para concreto estructural 

h) Acero de postensión  

i) Acero estructural 

j) Baranda de acero para puente 

k) Impermeabilización 

l) Junta de expansión dentada  

 

X. Que la ejecución de las actividades antes descritas incluidas dentro de la Licitación 

promovida por el CONAVI, fue adjudicada por un monto de ¢930.192.988,98 

(novecientos treinta millones ciento noventa y dos mil novecientos ochenta y ocho 

colones con 98/100). 

 

 

XI. Que según se consigna en el “Inventario Forestal para Construcción de Puente 

sobre la Ruta Nacional No. 4” realizado por el Ingeniero Forestal Mario Alberto 

Vega Vega, funcionario de la Dirección de Seguridad y Embellecimiento de 

Carreteras del MOPT, para la ejecución de las obras, resulta necesario la corta de 

trece árboles los cuales se encuentran ubicados en el área de protección del  Río 



 
 

4 
 

Sarapiquí. Como se indicó, dichos árboles se ubican dentro de una zona catalogada 

como área de protección, de conformidad con los parámetros establecidos en el 

artículo 33 de la Ley No. 75 del 13 de febrero de 1996, “Ley Forestal”, puntualmente 

en el inciso b) del referido artículo. 

 

 

XII. Que según dicho Inventario, las especies que se eliminarían son las siguientes: 

- Seis Sotacaballo (Zigia Longifolia) 

- Tres de Chilamate (Ficus insipida) 

- También hay especímenes de fosforillo, gavilán, hule y jobo. 

 

XIII. Que a efectos de cumplir y observar las medidas de compensación y mitigación 

requeridas, se plantarán cinco árboles nuevos por cada árbol cortado en la zona de 

protección, con especies nativas de la zona; es decir, se sembrarían 65 árboles en 

total, correspondientes a especies de chilamate, sotacaballo y gavilán. La cantidad 

de árboles a sembrar supera la expectativa que se persigue obtener con las 

medidas de compensación definidas por la autoridad competente. 

 

XIV. Que mediante Oficio CP-0247-2010-SETENA de fecha 03 de noviembre del 2010 

dirigido al Ing. Carlos Acosta Monge, entonces Director del CONAVI, la Secretaría 

Técnica Nacional Ambiental (SETENA) determinó que el proyecto denominado 

“Rehabilitación de puentes en las rutas nacionales No. 4 (Ríos Chirripó y 

Sarapiquí), 32m (Ríos: Chirripó y Sucio) y 218 (Río Torres)” corresponde a obras de 

muy bajo impacto ya que no provoca destrucción o alteración de significancia 

negativa del ambiente, no generan residuos o materiales tóxicos peligrosos y no 

representan una desmejora de la calidad ambiental del entorno en general o alguno 

de sus componentes en particular; producto de lo anterior estiman que dicho 

proyecto no requiere viabilidad ambiental. 
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XV. Que los artículos 19 inciso b) y 34 de la Ley Forestal No. 7575, prohíben el cambio 

de uso del suelo, excepto en aquellos proyectos estatales o privados que el poder 

Ejecutivo declare de conveniencia nacional, sean aquellos proyectos cuyos 

beneficios sociales sean mayores que los costos socio-ambientales, tal como 

acontece con el Proyecto de Rehabilitación del Puente sobre el Río Sarapiquí, 

ubicado en la Ruta Nacional No. 04, Distrito Puerto Viejo, Cantón Sarapiquí de la 

Provincia de Heredia. 

Para tal efecto, la Gerencia de Contratación de Vías y Puentes elaboró la 

evaluación económico – social del proyecto, misma que fue sometida a valoración 

por parte del Ministerio de Ambiente y Energía, en aras de ponderar que los 

beneficios sociales sean superiores a los costos socio- ambientales, al amparo del 

inciso m) del artículo 03 de la Ley Forestal No. 7575; lo anterior a efecto que se 

emitieran las recomendaciones respectivas, mismas que en lo conducente refirieron 

que el procedimiento utilizado por el CONAVI, corresponden a una metodología 

válida para poder determinar el bienestar social y que en el estudio realizado se 

indica la rentabilidad del proyecto, utilizando una tasa de descuento social del 12%, 

obteniéndose un VAN de 4713.6 millones de colones y un TIR de 50.!%, ambos con 

valores positivos, demostrándose con ello, que el proyecto es viable socialmente y 

en consecuencia se llega a la siguiente conclusión: 

 

“…El estudio presentado muestra a través de los cálculos que existe 

un beneficio social positivo. Aunado a que viene a fortalecer la red 

vial, mediante la movilización de personas, bienes y servicios en esta 

zona del país. Por tal motivo, el proyecto puede considerarse de 

conveniencia nacional…A criterio de experto, se considera que los 

ajustes no evidenciados, serían marginales para afectar el resultado 

final del proyecto. Por esta razón, se considera que al proyecto 

“Rehabilitación del Puente sobre el Río Sarapiquí, Ruta No. 4” puede 

otorgársele la declaratoria de conveniencia nacional…” 
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XVI. Que conforme lo anterior, se decreta la conveniencia nacional del proyecto en 

cuestión, a efectos de obtener autorización por parte de las autoridades 

competentes, para proceder con la corta de árboles en el área de protección 

descrita en el Considerando XI del presente acto; lo anterior con el fin de ejecutar 

una obra de interés público en el entendido que para tales efectos, se hará 

observancia de las normas y regulaciones establecidas en la Ley Forestal y 

normativa atinente, así como las prescritas en el presente Decreto.  

 

    POR TANTO 

DECRETAN: 

DECLARATORIA DE CONVENIENCIA NACIONAL E INTERÉS PÚBLICO DE 

LAS OBRAS DEL PROYECTO “REHABILITACIÓN DEL PUENTE SOBRE EL 

RÍO SARAPIQUÍ RUTA NACIONAL No. 4” 

 

Artículo 1.- Se declara de Conveniencia Nacional e Interés Público el proyecto 

de obra pública denominado “Rehabilitación del Puente sobre el Río Sarapiquí, 

Ruta Nacional No.4” así como las labores asociadas, de prevención, mitigación y 

compensación requeridas por el mismo, dentro del área del proyecto, las cuales 

serán ejecutadas por el Consejo Nacional de Vialidad (CONAVI). 

 

Artículo 2º. En virtud de la declaratoria de Conveniencia Nacional de la 

construcción y mantenimiento del Proyecto denominado “Rehabilitación del 

Puente sobre el Río Sarapiquí, Ruta Nacional No. 4”, se autoriza realizar la corta, 

poda o eliminación de árboles –incluyendo especies declaradas en veda o en 

peligro de extinción- que se ubiquen en áreas de protección, definidas en el 

artículo 33 de la Ley Forestal No. 7575.   
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Artículo 3º. Que el desarrollador está en la obligación de proceder bajo los 

parámetros que establece el último párrafo del artículo 19 de la Ley Forestal  No. 

7575, en el sentido de que la corta del bosque deberá realizarse de forma 

limitada, proporcional y razonable, previa tramitación de los respectivos permisos 

ante el Área de Conservación respectiva del Sistema Nacional de Áreas de 

Conservación.  

 

Artículo 4º. El Ministerio de Obras Públicas y Transportes, el Consejo Nacional 

de Vialidad y el Contratista, deberán cumplir con cada una de las medidas de 

compensación y mitigación que se establezcan. Para el seguimiento y control de 

lo anterior, se deberá rendir un informe a la oficina correspondiente del Sistema 

Nacional de Áreas de Conservación, misma que verificará el cumplimiento de 

dichas medidas, con la finalidad de mantener la integralidad la valoración de los 

eventuales impactos ambientales potenciales del referido proyecto, en 

cumplimiento de la normativa ambiental respectiva. 

 

Artículo 5º. Para la rehabilitación del puente sobre el Río Sarapiquí, se autoriza 

la limpieza y despeje en los eventuales terrenos que sean necesarios. 

 

Artículo 6. La empresa contratista y el Consejo Nacional de Vialidad realizarán 

un Plan de Manejo Forestal, cuyas acciones promuevan la restauración o mejora 

ambiental de las áreas impactadas por la implementación y operación del 

Proyecto, con fin de atenuar sus efectos adversos y minimizar los impactos 

negativos, a efectos de recuperar las mismas especies desmontadas.  

 

Artículo 7º.  En razón de la presente declaratoria, se deberá implementar el Plan 

de Reforestación en la misma zona donde se produzca la corta y su respectivo 

mantenimiento, conforme las líneas de acción establecidas por el Sistema 

Nacional de Áreas de Conservación. 
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Artículo 8º. En la eventualidad de que la corta del recurso forestal existente sea 

aprovechable, deberá ser entregado al Ministerio de Educación Pública (MEP), 

siguiendo el procedimiento establecido en la Ley Forestal y cualquier otra norma 

particular referente. 

 

Artículo 9. Rige a partir de su publicación. 

 

Dado en la Presidencia de la República.- San José, a los ___13____ días del mes de 

_octubre_ del dos mil quince. 

 
 
 
 

LUIS GUILLERMO SOLÍS RIVERA.—El Ministro de Ambiente y Energía, 
Édgar E. Gutiérrez Espeleta y el Ministro de Obras Públicas y Transportes, Carlos 
Segnini Villalobos.—1 vez.—O. C. N° 4063.—Solicitud N° 60722.—(D-39327-
IN2015083208). 
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DIRECTRIZ 

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

Ref. N° MTSS-029-2015 

 

 

Directriz N°_038-MTSS 

 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

Y EL MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

 

 

En uso de las facultades conferidas por el artículo 140, incisos 3), 18) y 20) de la Constitución 

Política; 25.1, 27.1, 99 y 100 de la Ley General de la Administración Pública, Ley N° 6227 

del 2 de mayo de 1978; 2, 5 y 6 de la Ley Orgánica del Ministerio de Trabajo y Seguridad 

Social, Ley N° 1860 del 21 de abril de 1955; 3 y 4 del Reglamento de Reorganización y 

Racionalización del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Decreto Ejecutivo N° 1508-

TBS del 16 de febrero de 1971.  

 

Considerando: 

 

I. Que el artículo 158 del Código de Trabajo permite el fraccionamiento del periodo de 

vacaciones en dos tantos, cuando haya convenio entre las partes.  

 

II. Que muchos(as) funcionarios y funcionarias tienen cumplidos sus periodos de vacaciones, 

lo cual resulta inconveniente para ellos y para la Administración. 

  

III. Que con ocasión de la Navidad y fiestas de fin de año, es propicio que las personas que 

desempeñan puestos remunerados en la Administración Pública, dependencias 

descentralizadas y empresas públicas del Estado, puedan participar de las actividades propias 

de la época.  

 

IV. Que el cierre general de las oficinas públicas en todo el país, con excepción de aquellas 

que deben mantener la continuidad del servicio, presenta un ahorro significativo para el 

Gobierno en gastos como energía eléctrica, telecomunicaciones, agua, consumo de 

combustible, entre otros.  

 

 

Por tanto,  

 

Se emite la siguiente  
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DIRECTRIZ 

DIRIGIDA A TODOS LOS JERARCAS DE LOS MINISTERIOS 

Y ÓRGANOS ADSCRITOS A LOS MISMOS, ASI COMO 

A INSTITUCIONES AUTÓNOMAS, SEMIAUTÓNOMAS 

Y EMPRESAS PÚBLICAS DEL ESTADO 
 

Artículo 1º: Conceder a título de vacaciones a los servidores públicos del Cantón Central de 

San José, los días 21, 22, 23, 24, 28, 29, 30 y  31 de diciembre de  2015. Lo anterior, sin 

perjuicio de que el Ministerio de Gobernación y Policía, de conformidad con lo dispuesto por 

la No Ley 6725 del 10 de marzo de 1982, disponga autorizar un día de asueto de los ya 

referidos, a fin de que los servidores del Cantón Central disfruten de la celebración de las 

fiestas de fin y principio de año.  

 

Artículo 2º: Conceder a título de vacaciones a los servidores públicos del resto del país, los 

días 21, 22, 23, 24, 28, 29, 30 y  31 de diciembre de  2015.  

 

Artículo 3°: En el caso de los servidores del Ministerio de Educación Pública, de la 

Procuraduría General de la República y del Registro Nacional, las vacaciones serán definidas 

por su Jerarca.  

 

Artículo 4°: Tomar las medidas correspondientes para garantizar la apertura de aquellas 

oficinas que por la naturaleza de sus funciones, requieran mantener la continuidad de sus 

servicios e informar dichas medidas a los usuarios. Dentro de estas medidas debe asegurarse 

la disponibilidad inmediata del personal necesario para la atención oportuna de cualquier 

situación de emergencia.  

 

Artículo 5°: Rige a partir de esta fecha.  

 

Dada en la Presidencia de la República. San José, a los seis días del mes de noviembre del 

dos mil quince. 

 

 

 

 

LUIS GUILLERMO SOLÍS RIVERA.—Víctor Morales Mora, Ministro de 

Trabajo y Seguridad Social.—1 vez.—O. C. N° 23786.—Solicitud N° 9611.—(D038-

IN2015083435). 



 

 

RESOLUCIONES 

 

 

MINISTERIO DE HACIENDA 
 
 

Res. N° 0739 -2012 
 
Despacho Ministro. San José, a las diez horas con dieciocho minutos del diecisiete de agosto 

del  dos mil doce. 
 
Conoce este Despacho del recurso de reconsideración interpuesto por el señor Luis Roberto 

Salgado López, portador de la cédula de identidad número 5-206-371, funcionario destacado en la 
Aduana de Peñas Blancas contra la resolución Nº 0727-2012 de las nueve horas veintiséis minutos 
del catorce de agosto del año dos mil doce, emitida por este Despacho. 

  
Resultando 

 
1) Que mediante resolución número 0727-2012 de las nueve horas con veintiséis 

minutos del catorce de agosto del dos mil doce, este Despacho de conformidad con lo ordenado en la 
resolución número PA-034-2012 de fecha 23 de abril del 2012, de  la Contraloría General de la 
República  sancionó al señor Luis Roberto Salgado López, con una suspensión sin goce de salario 
por 30 días en el período comprendido entre el 01 y el 30 de setiembre del 2012. (Folios 17 al 21) 

 
2) Que la resolución número Nº 0727-2012 antes citada, fue notificada  al funcionario 

Luis Roberto Salgado López el día 16 de agosto del año 2012. (Folio 22) 
 
3) Que en fecha 17 de agosto del 2012, el señor Salgado López presentó recurso de 

revocatoria  contra la resolución número Nº 0727-2012 antes mencionada. (Folios 23 al 29) 
 
4) Que en los procedimientos se han seguido las prescripciones de ley. 
 

Considerando 
 
I. Sobre la admisibilidad del recurso 
 
Por recurso se entiende el medio o remedio concedido por Ley a una de las partes, para 

requerir que el mismo juez que dictó una resolución o su superior la examine de nuevo, con el fin de 
corregir los errores, excesos u omisiones, sobre la relación material o sobre la relación procesal, que 
en ellas se hayan incurrido. 

 

El Diccionario Jurídico Espasa, nos define que el recurso de alzada es: 

 



“Un recurso administrativo ordinario, preceptivo y vertical que se interpone ante el órgano 
superior jerárquico del que dictó el acto que es objeto de impugnación. 

 

Los actos impugnables en vía de recurso de alzada son los actos definitivos (resoluciones) o 
de trámite calificados que no ponen fin a la vía administrativa; la finalidad de interponer un recurso de 
alzada es, además de intentar lograr la revisión por motivos de legalidad del acto que se impugna, la 
de poner fin a la vía administrativa (o agotar la vía administrativa) para poder acudir, en su caso, a la 
vía contencioso-administrativa. El recurso se puede presentar ante el mismo órgano que dictó el acto 
impugnado o ante su superior jerárquico, que será el competente para resolverlo. (...)”   

 

En este mismo orden de ideas, de conformidad con los artículos 350 de la Ley General de la 
Administración Pública, en relación con el artículo 126 inciso d) del mismo texto legal, el llamado a 
resolver la apelación y agotar la vía administrativa es el máximo jerarca.   

 
Ahora bien, cuando el acto proviene del jerarca, conociendo del asunto en única instancia, 

se debe plantear recurso de revocatoria o reposición, mientras que si su actuación se dio resolviendo 
recursos, entonces su resolución agota la vía administrativa, de conformidad con el artículo 28 del 
mismo cuerpo normativo, razón por la cual su resolución no tiene ulterior recurso ordinario. 

 
El recurso de reposición o revocatoria es aquel que se interpone ante el mismo órgano que 

dictó el acto, con el fin de revocar o modificar, parcial o totalmente, el acto administrativo dictado. En 
este sentido, es importante tener en consideración que se trata de un instrumento procesal dispuesto 
por el legislador para que el administrado pueda en última instancia recurrir las  decisiones adoptadas 
por la Administración y, en consecuencia, debe tenerse claridad sobre las reglas para su interposición 
y trámite, porque de lo contrario, se estaría colocando a los administrados en un estado de indefensión 
al no poder ejercer su derecho de recurrir los actos administrativos.  

 
El plazo para la interposición de éste recurso se encontraba establecido en el inciso 3) del 

artículo 31 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (en adelante LRJCA), 
por remisión expresa del inciso 2) del artículo 345 de la Ley General de la Administración Pública, 
disponiéndose que el plazo para formularlo era de dos meses contados a partir de la fecha en que se 
notifique o publique el acto respectivo.  

 
Posteriormente, el Código Procesal Contencioso Administrativo (en adelante CPCA) -que 

derogó la LRJCA- vino a introducir una reforma al mencionado artículo 345 de la LGAP1, de manera 
que se entendiera que el recurso de reposición contra el acto final del jerarca debía regirse por la 
nueva legislación y no por las disposiciones de la derogada LRJCA. 

 
Sin embargo, el CPCA no contiene ninguna disposición que regule el plazo para interponer 

el recurso de reposición, y en consecuencia, nos enfrentamos ante una laguna legal que necesita 

                                                 
1 “Artículo 345.-1. En el procedimiento ordinario cabrán los recursos ordinarios únicamente contra el acto que lo inicie, 
contra el que deniega la comparecencia oral o cualquier prueba y contra el acto final. 2. La revocatoria contra el acto final 
del jerarca se regirá por las reglas de la reposición del *Código Procesal Contencioso-Administrativo. *(Así reformado por 
el artículo 200, inciso 12) de la Ley N° 8508 de 28 de abril de 2006, Código Procesal Contencioso-Administrativo).3. Se 
considerará como final también el acto de tramitación que suspenda indefinidamente o haga imposible la continuación del 
procedimiento.”  



disiparse, en razón de que, como indicamos, constituye un instrumento procesal de defensa para el 
administrado establecido por el legislador. 2 

 

En el presente asunto, el recurrente interpuso el recurso de revocatoria contra la resolución 
Nº 0727-2012 citada  el día 17 de agosto del 2012, es decir, dentro del plazo de ley establecido, ya 
que dicha resolución fue notificada al funcionario el día 16 de agosto del año 2012 por lo que este 
Despacho procederá a referirse a los alegatos esgrimidos por el recurrente.  

 
II. Sobre el fondo 
 
En el presente asunto, alega el señor Salgado López que si bien es cierto la Contraloría 

General de la República mediante resolución número PA-034-2012 de fecha 26 de abril del 2012, 
recomendó sancionarlo con una suspensión sin goce de salario por 30 días, ante tal decisión, 
mediante escrito de fecha 03 de mayo del 2012, él interpuso recurso de apelación ante el ente 
Contralor, el cual fue declarado parcialmente con lugar mediante la resolución R-DC-068-2012 de las 
quince horas del once de junio del 2012, revocándole la sanción impuesta y en su lugar se acordó 
sancionar al recurrente con una amonestación escrita publicada, por lo que solicita se archiven las 
presentes diligencias o bien aplicar la sanción dispuesta por la Contraloría General de la República. 

 

Al respecto, es importante aclararle al recurrente que este Despacho al momento de emitir la 
resolución número 727-2012 mencionada, no tenía conocimiento de que la sanción impuesta por la 
Contraloría General de la República en resolución número PA-034-2012 antes citada había sido 
revocada parcialmente y en su lugar, se había impuesto una amonestación escrita publicada. 

 

Así las cosas, siendo que la Contraloría General de la República mediante la resolución R-
DC-068-2012 de las quince horas del 11 de junio del 2012, declaró parcialmente con lugar el recurso 
de apelación en subsidio interpuesto por el señor Salgado López contra la resolución PA-34-2012 de 
cita, únicamente en cuanto a la sanción impuesta y siendo que la presentación de la declaración jurada 
de bienes por parte del señor Salgado López resultó ser una atenuante a su sanción inicial, no procede 
aplicar la sanción ordenada por este Despacho en la resolución número 739-2012 citada, consistente 
en una suspensión sin goce de salario por el término de 30 días.  

 

Por lo expuesto, este Despacho declara parcialmente con lugar el recurso de reconsideración 
interpuesto por el señor Salgado López contra la resolución número 0727-2012 de cita, únicamente 
en cuanto a sancionar al señor Salgado López con una amonestación escrita pública y no con la 
suspensión sin goce de salario por el término de 30 días que se había indicado en la resolución número 
739-2012 de las nueve horas con veintiséis minutos del catorce de agosto del dos mil doce, emitida 
por este Despacho, la cual se confirma en los demás extremos . En razón de lo anterior, se ordena a 
la Gestoría Administrativa y Financiera de la Dirección General de Aduanas se proceda a publicar en 
el diario oficial La Gaceta la amonestación escrita. 

 
Por Tanto,  

                                                 
2 Al respecto, la Procuraduría General de la República en el dictamen N° C-308-2008 del 05 de setiembre del 2008, señaló: 
“(…) que al haber omitido el legislador la regulación del recurso de reposición en el CPCA, se debía buscar dentro del 
ordenamiento administrativo si existían disposiciones normativas que permitiesen suplir tal deficiencia, ello a partir de una 
interpretación integral del ordenamiento jurídico administrativo –artículo 9 de la LGAP-, siendo procedente recurrir al 
método de la analogía para solventar el inconveniente creado por esa laguna normativa. Bajo dicha premisa, se indicó que 
el plazo para interponer el referido recurso es de tres días, conforme al inciso 1) del artículo 346 de la LGAP.” 



El Ministro de Hacienda a.i. 
Resuelve: 

 
Declarar parcialmente con lugar el recurso de reconsideración interpuesto por el señor Luis 

Roberto Salgado López, de calidades citadas, contra la resolución Nº 0727-2012 de las nueve horas 
veintiséis minutos del catorce de agosto del año dos mil doce, emitida por este Despacho, únicamente 
en cuanto a sancionar al señor Salgado López con una amonestación escrita pública y no con la 
suspensión sin goce de salario por el término de 30 días que se había indicado en la resolución número 
739-2012 de las nueve horas con veintiséis minutos del catorce de agosto del dos mil doce, emitida 
por este Despacho, la cual se confirma en los demás extremos. En razón de lo anterior, se ordena a 
la Gestoría Administrativa y Financiera de la Dirección General de Aduanas se proceda a publicar en 
el diario oficial La Gaceta la amonestación escrita. Comuníquese al Departamento de Gestión de 
Potencial Humano, a la Dirección General de Aduanas y a la Contraloría General de la República. 
Notifíquese al señor Luis Roberto Salgado López. 

 
José Luis Araya Alpízar, Ministro Hacienda a. í.—1 vez.—O. C. N° 24313.—Solicitud N° 

12251.—(IN2015082999). 
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